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ESTADO LIBRE ASOCIADO DE PUERTO RICO 
TRIBUNAL DE PRIMERA INSTANCIA 

SALA  SUPERIOR DE SAN JUAN 
 
 

        
CIVIL NÚM.  

        
 
        
 

 
 
 
SOBRE: 

         
MANDAMUS 
 

 
ACCESO A LA INFORMACIÓN 
PÚBLICA 

 
 
 
 
 
 

MANDAMUS 
 

AL HONORABLE TRIBUNAL: 
 
 COMPARECE la parte peticionaria de epígrafe, EVA PRADOS RODRÍGUEZ, por 

conducto de la representación legal que suscribe y muy respetuosamente  

I. JURISDICCIÓN Y COMPETENCIA DE ESTE HONORABLE TRIBUNAL 

1. La Sala Superior de San Juan del Tribunal de Primera Instancia es la sala con 

jurisdicción y competencia para entender en el caso de epígrafe en virtud de 

los Artículos 5.001 y 5.003 y 5.005 de la Ley de la judicatura del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico de 2003, 4 L.P.R.A. §§ 25a y 25c, , los Artículos 649 

al 661 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 L.P.R.A. §§3421 a la 3433, y las 

Reglas 3.4 y 54 de las de Procedimiento Civil de Puerto Rico, 32 L.P.R.A. Ap. 

V, R. 3.4 y 54, toda vez que la causa de acción del presente recurso tuvo su 

en la jurisdicción de San Juan, Puerto Rico y es en esta ciudad donde también 

la sede de operaciones de las partes promovidas. 

2. Nos encontramos ante un recurso de mandamus de acceso a la información 

solicitada originalmente en virtud de las disposiciones de la Ley Núm. 141-

2019 conocida como Ley de Transparencia y Procedimiento Expedito para el 

Acceso a la Información Pública.  Esta legislación establece un recurso 
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especial para casos de acceso a la información, sin embargo, en su artículo 

12 dispone que “[l]a enumeración de derechos que antecede no se entenderá 

de forma restrictiva, ni supone la exclusión de otros derechos y procedimientos 

pertenecientes a las personas solicitantes de información pública y no 

mencionados específicamente como lo es el recurso de mandamus 

tradicional”. 

II. LAS PARTES 

3. La peticionaria, EVA PRADOS RODRÍGUEZ, es una persona natural, mayor 

de edad, soltera, abogada y vecina de San Juan, Puerto Rico.1 

4. El co-promovido CARLOS “JOHNNY” MÉNDEZ NÚÑEZ es una persona 

natural, representante, y al presente ocupa la posición oficial de Presidente de 

la CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO. 

5. El co-promovido MOISÉS D. CORTÉS ROSADO es una persona natural que 

al presente ocupa la posición oficial de Administrador de la CÁMARA DE 

REPRESENTANTES DE PUERTO RICO. 

6. La co-promovida CÁMARA DE REPRESENTANTES DE PUERTO RICO es 

un organismo público creado por la Constitución del Estado Libre Asociado de 

Puerto Rico y constituye una de las dos cámaras mediante las cuales se ejerce 

el Poder Legislativo en nuestra jurisdicción. 

III. LOS HECHOS 

7. El 21 de agosto de 2020 la peticionaria EVA PRADOS RODRÍGUEZ le cursó 

una comunicación escrita a los promovidos, conforme a las disposiciones del 

Art. 409 del Código Enjuiciamiento Civil, la Ley 141-2019 y la jurisprudencia 

interpretativa del derecho a acceso a información pública, solicitando la 

siguiente información2: 

a. Nombre, posición, salario y fecha de contratación de todos los empleados 
y empleadas de la Cámara de Representantes desde el 1 de enero de 2013 
al presente, incluyendo aquellos empleados en las oficinas de legisladores 
y en las comisiones legislativas. 

 

                                                      
1 La dirección y número de teléfono de esta parte es P.O. Box 40895, San Juan, Puerto Rico  00940, 

(939) 645-1929. 
2 Se incluye copia de la comunicación como ANEJO 1 de esta Petición. 
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8. En lugar de proveer la información solicitada, la parte promovida le envió una 

comunicación a la peticionaria alegando que la información solicitada es 

demasiado amplia y onerosa3. 

9. No existe amplitud alguna ni onerosidad en la solicitud de información de la 

parte peticionaria que impida o limite que la misma pueda ser suministrada 

conforme a lo solicitado. 

10. La parte promovida en el presente recurso de mandamus tienen el deber 

ministerial de entregar la información solicitada. 

11. La información solicitada por la parte peticionaria son documentos y/o 

materiales originados, producidos, conservados, custodiados y/o recibidos por 

la parte promovida, por lo que se trata de información pública a la que cualquier 

persona puede tener acceso por tratarse de información pública. 

12. La información solicitada por la parte peticionaria en el caso de epígrafe no 

está protegida de forma alguna por confidencialidad o privilegio alguno, y 

tampoco está cobijada bajo alguna de las excepciones al derecho de acceso 

a la información.  

13. La parte peticionaria ha agotado todos los remedios administrativos 

disponibles para obtener la información solicitada sin obtener resultados 

positivos, y ha cumplido con el deber de hacer un requerimiento previo a las 

partes promovidas. 

14. No existe otro remedio adecuado y eficaz en ley para que la parte peticionaria 

pueda obtener la información pública solicitada. 

15. La actitud asumida por la parte promovida en este caso al catalogar de 

demasiado amplio y oneroso el requerimiento de acceso a información pública 

hecho por la parte peticionaria, lacera los derechos constitucionales de esta 

última. 

16. Estamos ante un asunto de alto interés público puesto que incide sobre el 

derecho que tiene la ciudadanía de cómo se invierten los fondos públicos en 

nuestro país. 

17. Esto cobra mayor relevancia en momentos que ha habido incluso arrestos de 

                                                      
3 Se incluye copia de la comunicación de la parte promovida como ANEJO 2 de esta Petición. 
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funcionarios de la Cámara de Representantes de Puerto Rico por imputaciones 

de manejos ilegales relacionados con salarios y/o contrataciones dentro de 

dicho cuerpo legislativo. 

IV. CAUSA DE ACCIÓN 

A. PRIMERA CAUSA DE ACCIÓN – MANDAMUS 
 

18. Se acogen por referencia los incisos 1 al 17 anteriores como si estuvieran 

literalmente trascritos en este inciso.  

19. El Art. 649 del Código de Enjuiciamiento Civil define el auto de mandamus 

como:  

[U]n auto altamente privilegiado dictado por el Tribunal Supremo del 
Estado Libre Asociado, o por el Tribunal de Primera Instancia de 
Puerto Rico, a nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, y 
dirigido a alguna persona o personas naturales, a una corporación o 
a un tribunal judicial de inferior categoría dentro de su jurisdicción 
requiriéndoles para el cumplimiento de algún acto que en dicho auto 
se exprese y que esté dentro de sus atribuciones o deberes. Dicho 
auto no confiere nueva autoridad y la parte a quien obliga deberá 
tener la facultad de poder cumplirlo.  32 LPRA § 3421. Véase 
además, la Regla 54 de las de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, 
R. 54 (2018); AMPR v. Secretario de Educación, 178 DPR 253 
(2010); Báez Galib v. CEE II, 152 DPR 382, 391-94 (2000); Noriega 
v. Hernández Colón, 135 DPR 406, 447-48 (1994).  

20. Por su parte, el Artículo 650 del mismo cuerpo normativo establece lo 

siguiente:  

El auto de mandamus podrá dictarse por el Tribunal Supremo o por 
el Tribunal de Primera Instancia o por cualquiera de sus magistrados 
o jueces cuando se hallen en el ejercicio de sus funciones o en sus 
oficinas, y se dirigirá a cualquier tribunal inferior, corporación, junta 
o persona obligada al cumplimiento de un acto que la ley 
particularmente ordene como un deber resultante de un empleo, 
cargo o función pública; pero aun cuando puede requerir a un 
tribunal inferior o a cualquiera de sus jueces para que adopte este 
criterio o para que proceda al desempeño de cualquiera de sus 
funciones, el auto no puede tener dominio sobre la discreción 
judicial.  

21. De conformidad con lo anterior, el recurso solamente procede cuando el 

peticionario logra demostrar el incumplimiento de un deber ministerial de 

determinado funcionario público. Noriega v. Hernández Colón, supra, a la pág. 

448; AMPR v. Secretario de Educación, supra, a las págs. 263-64; Díaz 

Saldaña v. Acevedo Vilá, 168 DPR 359, 365 (2006) (Sentencia). Véase 

además Rivé Rivera, D., Recursos Extraordinarios 107 (2da ed. rev. 1996).  

22. De acuerdo con lo resuelto por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, un deber 
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ministerial es “un deber impuesto por la ley que no permite discreción en su 

ejercicio, sino que es mandatorio o imperativo”. Pagán v. Tower, 35 DPR 1, 3 

(1926). Véase también AMPR v. Secretario de Educación, supra, a las págs. 

263-64; Díaz Saldaña, 168 DPR en la pág. 365; Álvarez de Choudens v. 

Tribunal Superior, 103 DPR 235, 242 (1974); Rodríguez Carlo v. García 

Ramírez, 35 DPR 381, 384 (1926). Véase además Rivé Rivera, D., supra, en 

la pág. 107.  

23. Ha señalado nuestro más alto foro judicial que el “deber ministerial, aunque 

inmanente al auto de mandamus, no tiene que ser necesariamente expreso, 

pues tal supuesto reduciría la función exclusiva de este Tribunal de interpretar 

la Constitución y las leyes”. AMPR v. Secretario de Educación, supra, a la pág. 

264 (citando a Hernández Agosto v. Romero Barceló, 112 DPR 407, 418 

(1982)).  

24. Igualmente, el deber ministerial no tiene que surgir formalmente de una ley, 

pudiendo éste ser imperativo de la Constitución, un reglamento, o cualquier 

otro documento normativo, abarcando cualquier fuente que tenga fuerza de ley 

y que obligue al funcionario en cuestión a realizar determinado acto.  

25. Por otra parte, la doctrina impone ciertas limitaciones respecto a la expedición 

del auto de mandamus.  De tal manera, éste no puede ser emitido “en los 

casos en que se encuentre un recurso adecuado y eficaz en el curso ordinario 

de la ley”. Art. 651, Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA § 3423 (2018); 

Hernández Agosto v. Romero Barceló, 112 DPR 407 (1982). Es decir, el auto 

de mandamus sólo procede cuando “el derecho a exigir la inmediata ejecución 

de un acto sea evidente y aparezca que no se podrá dar ninguna excusa para 

no ejecutarlo”. Regla 54 Proc. Civ., 32 LPRA Ap. V., R. 54.  

26. De igual forma, se ha reconocido que debe existir un requerimiento previo por 

parte del peticionario hacia el demandado para que éste cumpla con el deber 

exigido, salvo algunas excepciones. AMPR v. Secretario de Educación, supra, 

a pág. 267.  

27. Finalmente, el Tribunal Supremo ha establecido que para expedir un recurso 

de mandamus es menester atender si se plantean cuestiones de gran interés 
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público y la controversia levantada requiere una pronta y rápida solución; y si 

el peticionario tiene un interés especial en el derecho que reclama, distinto al 

que pueda tener cualquier otro ciudadano. Dávila v. Superintendente 

Elecciones, 82 DPR 264, 274-75 (1960); Acevedo Vilá v. Aponte Hernández, 

168 DPR 443 (2006).  

28. Por otra parte, el acceso a la información ha sido reconocido en Puerto Rico 

como un derecho humano y constitucional de rango fundamental. Bhatia 

Gautier v. Rosselló Nevares, 199 DPR 59, 80 (2017); Trans Ad PR v. Junta 

Subastas, 174 DPR 56, 67 (2008); Colón Cabrera v. Caribbean Petroleum, 170 

DPR 582, 590 (2007); Ortiz v. Dir. Adm. Tribunales, 152 DPR 161, 175 (2000); 

Soto v. Srio. Justicia, 112 DPR 477 (1982).  

29. Dicho derecho emana de los derechos de libertad de expresión, prensa y 

asociación expresamente dispuestos en la Carta de Derechos de la 

Constitución del Estado Libre Asociado de Puerto Rico. CONST. ELA, Art. II, 

§ 4; Bhatia Gautier, 199 DPR en la pág. 80; Trans Ad PR, 174 DPR en la pág. 

67; Nieves v. Junta, 160 DPR 97, 102 (2003); Ortiz v. Dir. Adm. Tribunales, 

supra, a la pág. 175; Soto v. Secretario de Justicia, 112 DPR 477, 485 (1982).  

30. El derecho de acceso a la información pública es también reconocido en varios 

tratados internacionales como un derecho humano fundamental, que “posee 

un carácter facilitador del ejercicio de otros derechos humanos, es decir, el 

acceso a la información es, en muchos casos, imprescindible para que las 

personas puedan hacer efectivos otros derechos”. Comisión Interamericana 

de Derechos Humanos, Acceso a la información, violencia contra las mujeres 

y la administración de la justicia en las Américas 

https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/acceso-informacion.pdf (última 

visita el 28 de agosto de 2020). 

31. Tanto la Declaración Americana en su art. IV (“Toda persona tiene derecho a 

la libertad de investigación, de opinión y de expresión y difusión del 

pensamiento por cualquier medio”.), como el Pacto Internacional de Derechos 

Civiles y Políticos, Art. 19 (“Toda persona tiene derecho a la libertad de 

expresión; este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir 
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informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea 

oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro 

procedimiento de su elección”), generan obligaciones para Estados Unidos y 

sus territorios, exigiendo que la gestión estatal se rija por “los principios de 

máxima divulgación y buena fe”. Com. Interamericana Derechos Humanos, El 

Derecho de Acceso a la Información en el marco jurídico Interamericano (2da 

ed., 2011).  

32. De igual forma, los principios 2 al 4 de la Declaración de Principios sobre 

Libertad de Expresión adoptada por la CIDH, reconocen la naturaleza 

fundamental del derecho de acceso a la información, e imponen a los Estados 

y sus territorios una obligación de máxima divulgación, que “sólo admite 

limitaciones excepcionales que deben estar establecidas previamente por la 

ley para el caso que exista un peligro real e inminente que amenace la 

seguridad nacional en sociedades democráticas”. Principios sobre Libertad de 

Expresión, ídem.  

33. El derecho al acceso a la información sirve de garante de todo régimen que se 

hace llamar democrático. En palabras del profesor Efrén Rivera Ramos:  

Cualquiera que sea la definición que adscribamos al concepto 
“democracia”, su principio cardinal es que el poder político ha de 
residir en el pueblo y que los gobernantes ejercen sus funciones 
para el pueblo y por mandato de éste. Mal podría gobernarse a sí 
mismo un pueblo que estuviere ajeno a cuanto sucede en la 
conducción de sus asuntos. Efrén Rivera Ramos, La libertad de 
información: Necesidad de su reglamentación en Puerto Rico, 44 
REV. JUR. UPR 67, 69 (1975). Véase también Luis F. Estrella 
Martínez, La libertad de información como elemento necesario para 
el Acceso a la Justicia, 55 REV. DER. PR 23 (2016); Carlos Ramos 
Hernández, Acceso a la información, transparencia y participación 
política, 85 REV. JUR. UPR 1015 (2016); Érika Fontánez Torres, El 
derecho a participar: Normas, estudios de caso y notas para una 
concreción, 68 REV. JUR. COL. ABOG. PR 631, 656-57 (2007); Luis 
Villanueva Nieves, Sobre el derecho a saber y la obligación de 
revelar, 37 REV. JUR. U. INTER PR 217 (2003).  

34. Dada la importancia de este derecho, “[e]l Estado… no puede negar 

caprichosamente y sin justificación aparente la información recopilada en su 

gestión pública”. Soto, 112 DPR en la pág. 489; Colón Cabrera, 170 DPR en 

la pág. 590; Santiago v. Bobb y El Mundo, 117 DPR 153, 158 (1986). Ello se 

debe a que “al recibir del Pueblo soberano la función de gobernar, el Estado 
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no quedó en libertad de decidir cuáles papeles y documentos resultantes de 

su gestión pública estarían fuera de; escrutinio de quienes son, en esencia, la 

fuente misma de la soberanía”. Soto v. Secretario de Justicia, supra a la pág. 

489.  

35. Por otro lado, el derecho al acceso a la información, en su modalidad de 

acceso a documentos públicos, encuentra reconocimiento estatutario en el 

Artículo 409 del Código de Enjuiciamiento Civil, 32 LPRA § 1781 (2018), el 

cual establece, que “[t]odo ciudadano tiene derecho a inspeccionar y sacar 

copia de cualquier documento público de Puerto Rico, salvo lo expresamente 

dispuesto en contrario por la ley”. Id.  

36. Igualmente, la Ley De Transparencia Y Procedimiento Expedito Para El 

Acceso A La Información Pública, Ley Núm. 141-2019, establece como política 

pública, lo siguiente:  

a. La información y documentación que produce el gobierno se presume 
pública y accesible a todas las personas por igual. 

 
b. La información y documentación que produce el gobierno en sus estudios, 

transacciones y en el ejercicio de la autoridad pública, de manera directa o 
delegada, son patrimonio y memoria del pueblo de Puerto Rico. 

 
c. El derecho constitucional de acceso a la información requiere la 

transparencia gubernamental. 
 

d. Toda información o documento que se origine, conserve o reciba en 
cualquier dependencia del Gobierno, aunque se encuentre bajo la custodia 
de un tercero, se presume público y debe estar accesible al Pueblo y la 
prensa. 

 
e. El derecho de acceso a la información pública es un pilar constitucional y 

un derecho humano fundamental. 
 

f. El acceso a la documentación e información pública tiene que ser ágil, 
económico y expedito. 

 
g. Toda persona tiene derecho a obtener la información y documentación 

pública, sujeto a las normas y excepciones aplicables. 
 

h. El Gobierno de Puerto Rico establece en la presente Ley una política de 
apertura a la información y documentación, que incluya la disponibilidad de 
la tecnología y de los avances necesarios para hacer valer el derecho de 
los solicitantes a acceder a la información y documentación pública de 
forma oportuna, objetiva, veraz, completa, reutilizable, procesable y 
disponible en formatos accesibles, inalterados e íntegros.  Art. 3, Ley Núm. 
141-2019.  

 
37. Por su parte, la frase ‘documento público’ es definido en la Ley de 

administración de documentos públicos de Puerto Rico como  
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[T]odo documento que se origine, conserve o reciba en cualquier 
dependencia del Estado Libre Asociado de Puerto Rico de acuerdo 
con la ley o en relación con el manejo de los asuntos públicos y que 
de conformidad con lo dispuesto en la sec. 1002 de este título se 
haga conservar [o] que se requiera conservar permanentemente o 
temporalmente como prueba de las transacciones o por su valor 
legal. Incluye aquellos producidos de forma electrónica que cumplan 
con los requisitos establecidos por las leyes y reglamentos.  3 LPRA 

§ 1001 (2018).  

38. A tenor con la normativa antes resumida, procede en este caso que se dicte el 

recurso de mandamus solicitado y se ordene a la parte promovida a suministrar 

la información solicitada por la parte peticionaria. 

B. SEGUNDA CAUSA DE ACCIÓN – HONORARIOS POR TEMERIDAD 
 

39. Se acogen por referencia las alegaciones 1 a la 38 de este recurso como si 

estuvieran literalmente transcritas en este inciso. 

40. La parte promovida ha sido temeraria en el manejo de este recurso. 

41. A pesar de tratarse de información pública y de alto interés público, la parte 

promovida ha utilizado como excusa que se trata de un requerimiento 

demasiado amplio y oneroso para evadir su deber ministerial y no divulgar la 

información que le ha sido solicitada. 

42. Una lectura del requerimiento hecho por la parte peticionaria es suficiente para 

concluir que no existe amplitud u onerosidad que impida a la parte promovida 

a proveer la información expresamente solicitada. 

43. Se trata de información que debe estar disponible en los archivos de la parte 

promovida y que puede ponerse a disposición de la peticionaria con un mínimo 

esfuerzo de parte de los custodios de tal información. 

44. La postura asumida por la parte promovida con los derechos constitucionales 

de la parte peticionaria amerita la imposición de la sanción de honorarios por 

temeridad. 

45. Solicitamos que se imponga a la parte promovida el pago de honorarios por 

temeridad en una suma no menor de $10,000.00. 

V. SÚPLICA 

POR TODO LO CUAL, muy respetuosamene se solicita a este Honorable Tribunal 

que tome conocimiento de lo antes expuesto, declare HA LUGAR la presente petición y, 

en consecuencia, ordene a las partes promovidas a cumplir inmediatamente con su 
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deber ministerial en este caso, particularmente proveer la siguiente información 

solicitada:  

a. Nombre, posición, salario y fecha de contratación de todos los empleados 
y empleadas de la Cámara de Representantes desde el 1 de enero de 2013 
al presente, incluyendo aquellos empleados en las oficinas de legisladores 
y en las comisiones legislativas. 
. 

 
De igual forma solicitamos muy respetuosamente que se imponga a la parte 

promovida el pago de honorarios por temeridad en una suma no menor de $10,000.00. 

RESPETUOSAMENTE SOMETIDO. 

En San Juan, Puerto Rico, a 1 de septiembre de 2020. 

 

 

 

f/Osvaldo Burgos Pérez     
RUA 11021       
P.O. Box 194211      
San Juan, Puerto Rico  00919-4211   
Tel. (787) 751-0681 
Fax (787) 751-0621      
oburgosperez@aol.com 
 
f/Melissa Hernández Romero 
RUA 14764 

      P.O. Box 194211 
      San Juan, Puerto Rico  00919-4211 
      Tel. (787) 751-0681 
      Fax (787) 751-0621 
        E-mail:  lic.melhero@gmail.com  
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